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E 
l Tribunal Constitucional 
(TC) es una institución re-
presentativa del Estado y un 

intérprete calificado de la Carta 
Magna. Sin embargo, no se debe 
olvidar que -en esencia- es un ór-
gano jurisdiccional y que su inte-
rés por resolver un caso debe ir en 
concordancia con el respeto al de-
bido proceso.

Esto va en relación al reciente 
pronunciamiento del TC en el caso 
de los bonos de la deuda agraria: al 
pretender ejecutar una sentencia, 
no encontró mejor salida que apar-
tarse de ella, violando la propia 
Constitución.

Veamos. El TC dictó dos senten-
cias sobre los bonos: el 15 de marzo 
del 2001 y el 2 de agosto del 2004. 
En la primera, declaró que los bo-
nos no debían ser cancelados a su 
valor nominal, pues se viola el prin-
cipio “valorista”, que protege a los 
tenedores de la inflación. En la se-
gunda, estableció el derecho de 
acudir al Poder Judicial y deman-
dar el valor actualizado de los bo-
nos más sus respectivos intereses y 
que cualquier actualización de esta 
deuda que sea distinta a la obtenida 
en aplicación de la ley, no era obli-
gatoria para los expropiados.

Sin embargo, en el año 2013, me-
diante el auto de ejecución del 16 de 
julio, el mismo TC se desdijo de sus 
anteriores sentencias, establecien-
do un procedimiento nominalista 
para calcular el valor de los bonos 
y luego, vulnerando la sentencia del 
2004, ordenó que la actualización 
nominalista sea obligatoria.

Las autoridades administrativas 
y, sobre todo, las judiciales, no han 
advertido que un mandato de esta 
naturaleza es ilegal y por ello no pue-
de ser vinculante. Hay razones de so-
bra para decretar su inaplicación:
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Bonos agrarios: infracciones 
constitucionales

Disponer de todo el 
dinero ahorrado

Desde que se inició el sistema 
privado de pensiones, nos 
obligaron a ahorrar parte de 
nuestros ingresos para tener, 
al momento de jubilarnos, un 
monto mínimo  que mensual-
mente se nos entregue. 

Ahora bien, luego de trans-
curridos muchos años, la 
edad para jubilarse es 65 
años y uno podría tener un 
atractivo monto ahorrado, 
pero por el sistema actual no 
podría retirarlo del todo. Se 
hace necesario que se cambie 
esta norma para que el aho-
rrista de la AFP pueda dispo-
ner de sus ahorros libremen-
te, ya que es su propio dinero, 
y no obtenerlo en partecitas. 

De cambiarse la norma,  el 
jubilado, luego de haber tra-
bajado muchos años, tendría 
sus ahorros disponibles para 
lo que crea conveniente. Y el 
argumento de que sería una 
irresponsabilidad entregarle 
el íntegro de su dinero no es 
justificado, porque a  los 65 
años  la persona podría inver-
tirlo de la mejor manera: pa-
gar sus deudas, comprar un 
bien que le reditúe ingresos, 
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para su salud, y otras cosas a 
su conveniencia. El argumen-
to de que el Estado tendría que 
velar porque luego  el jubilado 
estaría desamparado y sería 
una carga no tiene sentido, 
porque hasta el momento de 
la jubilación el Estado no se hi-
zo cargo de nada del ahorrista, 
y menos después. 

Marco Guevara Perea

marco.guevara@bcrp.gob.pe

Dinero íntegro

La ley debería permitir que los 
aportes sean entregados ínte-
gramente al momento de ju-
bilarnos,  y en caso de falleci-
miento del titular, deberían 
entregar el íntegro de los 
aportes a los herederos direc-
tos, porque es nuestro dinero 
y no de la AFP.

Eider Monteagudo

emonteagudo@emape.gob.pe

Estimados Marco y Eider:
Los cambios en el sistema 
privado de pensiones siguen 
en debate.  Una propuesta de 
la SBS busca elevar la pen-
sión en los primeros años de 
la jubilación.

Lo que se necesita de la  Su-
perintendencia de Fiscaliza-
ción  Laboral (Sunafil) es que 
cumpla a cabalidad su princi-
pal rol, que es el de  velar por 
que se respeten los derechos 
de todos los trabajadores. 
Melissa Cervantes Dongo

mcervantesd@hotmail.com

La pregunta de hoy:

¿Cree que la Sunafil requiere de reingeniería 
para solucionar los conflictos laborales?

La Sunafil fue creada para fis-
calizar a los empleadores pa-
ra garantizar que no se vul-
neren los derechos de los tra-
bajadores. Siendo una enti-
dad nueva no creo que nece-
site reestructurarse.
Rodolfo Peralta Cueva 

peraltacrodolfo@gmail.com

La pregunta de mañana:

¿Está de acuerdo con que el Perú exporte energía? 
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BUZÓN

VOX PÓPULI

1. El TC pretende desconocer la 
Constitución al argumentar, en el 
auto de ejecución de julio del 2013, 
que el Estado -dentro de un proceso 
de expropiación- tiene facultades 
para ponderar el pago del justipre-
cio; es decir, reducirlo arbitraria-
mente hasta desaparecerlo. Con es-
to se convalida una confiscación.

2. En dicha resolución, el TC ha 
infringido el deber de motivación, 
al establecer, sin prueba alguna, que 
una actualización ordinaria de los 
bonos, obtenida de la aplicación de 
la ley, podría tener un alto impacto 
presupuestal.

3. Asimismo, ha pretendido es-
tablecer como criterio válido, que 
una sentencia puede ser ignorada 
o modificada por un auto de ejecu-
ción de sentencia que es de inferior 
jerarquía, vulnerando así la cosa 
juzgada.

4. Como si ello fuera poco, el TC 
no ha publicado el auto de ejecución 
en el Diario Oficial El Peruano, vul-

nerando su propio reglamento y el 
principio de publicidad.

5. Finalmente, ha introducido 
dentro de un procedimiento de eje-
cución de sentencia, una fórmula 
aparentemente conciliatoria y equi-
tativa, cuando esa no es su función, 
ni es la vía, con el agravante que lo 
ha hecho en consenso con el MEF, 
pero sin contar  -por lo menos-  con 
la aprobación de los expropiados. 

En ningún proceso judicial el juez 
aprueba una conciliación poniéndo-
se de acuerdo con el demandado e 
ignorando al demandante y menos 
dentro de un proceso de ejecución 
de sentencia.

Por todo lo anterior, mientras 
los nuevos miembros del TC toman 
conocimiento de la lista de yerros 
constitucionales y deciden recti-
ficar su resolución, los jueces bien 
podrían ejercer el control difuso 
y abstenerse de aplicar una reso-
lución viciada y de evidente in-
constitucionalidad.

“En ningún proceso judicial el juez aprueba 
una conciliación poniéndose de acuerdo con 
el demandado e ignorando al demandante y 
menos dentro de un proceso de ejecución de 
sentencia”.
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